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en forma de querella por el solicitante de amparo por
motivo de la consideración de que los hechos denun­
ciados no eran constitutivos de delito. la falta de con­
currencia del presupuesto esencial, ex art. 119 de la
L.E.Crim.. para que el perjudicado por tales hechos tuvie­
ra derecho a que se le nombraran Abogado y Procurador
del turno de oficio para su representación y defensa,
esto es, la inexistencia de un «hecho punible», hacía
que, en principio. no sólo tales nombramientos apare­
ciesen como innecesarios sino también como inconve­
nientes por razones de economía procesal. Especialmen­
te si se tiene en cuenta que. de haberse accedido a
ellos. el resultado final habría sido idéntico. ya que la
querella que en ese supuesto hubiera podido interponer
el recurrente en debida forma. también habría sido inad­
mitida a limine litis, de conformidad con lo dispuesto
en el art. 313.1 de la L.E.Crim.. por el órgano judicial
sobre la base del mismo motivo aducido para archivar
la denuncia.

Debe tenerse en cuenta, sin embargo, que en el caso
de autos. como también sucedía en el resuelto por la
STC 115/1984, fundamentos jurídicos 2 y 3, el soli­
citante de amparo no se limitó a poner en conocimiento
del Juzgado la posible existencia 'de ciertos hechos
supuestamente delictivos, sino que además manifestó
claramente su propósito de constituirse en parte procesal
mediante la interposición de la correspondiente querella
criminal. por lo que resulta aquí de aplicación la doctrina
que en aquella ocasión sentábamos en el sentido de
considerar que. en tales circunstancias, el órgano judicial
estaba obligado a iniciar el trámite legalmente previsto
conducente al nombramiento de Abogado y Procurador
del turno de oficio y que. al no hacerlo ni ofrecer al
denunciante justificación alguna para ello. limitándose
a acordar el archivo de las actuaciones, no sólo ocasionó
al recurrente una clara situación de indefensión al dejarle
al margen del procedimiento sin recibir notificaciones
ni tener oportunidad de intervenir en el mismo (STC
63/1985). sino que le privó al propio tiempo de uso
de los recursos legalmente establecidos para hacer fren­
te a dicha resolución de archivo.

Es precisamente en este punto donde el supuesto
de hecho originante del presente recurso difiere sus­
tancialmente del resuelto por el ATC 356/1992 ante­
riormente citado.

3. Ello no significa. desde luego, que el órgano judi­
cial haya de acceder en todo caso a la pretensión de
nombramiento de Abogado y Procurador del turno de
oficio planteada por quien pretende ejercer la acción
penal en forma de querella. ya que, como ha quedado
dicho, tal derecho únicamente despliega toda su eficacia
en relación con el imputado o acusado en un proceso
penal, pero sí que el demandante tiene derecho a un
pronunciamiento motivado del Juez en el que se expre­
sen las razones por las que no se le concede la per­
sonación (STC 173/1987, fundamento jurídico 3), ya
que no debe olvidarse que. conforme hemos venido rei­
terando en constante jurisprudencia (STC 115/1984,
por todas), la inicial denuncia de los hechos no es medio
idóneo para constituirse en parte en el proceso penal
y ejercitar el derecho reconocido en el arto 24.1 C.E.
Como afirmábamos en la citada STC 173/1987. no se
trata pues. en el caso de autos, de determinar la pre­
cedencia o improcedencia de la resolución de archivo
de las diligencias adoptada en un proceso en el que
se es parte. sino de examinar si se ha cumplido con
la exigencia, derivada del mencionado derecho funda­
mental, de dar respuesta motivada al intento por el soli­
citante de amparo del ejercicio de la acción penal. para
lo cual no sólo debería haberse notificado al señor Rosa
dicha resolución de archivo sino que ésta habría debido

venir motivada tanto en lo relativo a su pretensión de
ser parte en las indicadas diligencias cuanto en lo relativo
a la irrelevancia penal de los hechos apreciada ab initio.
Así pues. la vulneración del derecho del demandante
de amparo a la tutela judicial efectiva se produjo. desde
luego. por la omisión de toda notificación de la respuesta
judicial ofrecida al escrito presentado en forma de que­
rella y tramitado como denuncia, pero sobre todo por
no haber hecho explícitas el órgano judicial las razones
por las que consideró que los hechos a los que se refería
la inicial denuncia no eran constitutivos de delito y por
las que, en consecuencia. en la práctica. se rechazó la
personación del actor con la consiguiente imposibilidad.
por su parte. de presentar recurso de apelación contra
la resolución de archivo.

4. El restablecimiento del recurrente en la integridad
de sus derechos exige, pues, que se retrotraigan las
actuaciones al momento inmediatamente anterior a
aquel en el que fue decretado el archivo de las diligencias
previas incoadas a fin de que el órgano judicial pueda
subsanar las omisiones señaladas. lo que implica, a su
vez, la declaración de nulidad del Auto de 16 de febrero
de 1990, del Juzgado de Instrucción núm. 10 de Sevilla.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Manuel Rosa
Recuerda y. en consecuencia:

1.° Reconocer el derecho del recurrente a obtener
la tutela judicial efectiva sin indefensión.

2.° Declarar la nulidad del Auto, de 16 de febrero
de 1990, del Juzgado de Instrucción núm. 10 de ~evilla.

3.° Restablecer al recurrente en la integridad de su
derecho vulnerado. para lo cual el órgano judicial deberá
pronunciarse sobre la petición de personación y nom­
bramiento de Abogado y Procurador del turno de oficio,
dictando resolución motivada que deberá ser debida­
mente notificada al recurr¡mte. .

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a dieciocho de julio de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Luis López Guerra. Eugenio
Díaz Eimil. José Gabaldón López. Julio Diego González
Campos, Caries Viver Pi-Sunyer.-Firmado y rubricado.

19044 Sala Segunda. Sentencia 218/1994, de 18
de julio de 1994. Recurso de amparo
2.566/1991 contra auto de la Audiencia Pro­
vincial de Barcelona, recaído en apelación que
confirmó el dictado por el Juzgado de Primera
Instancia número 9, de la misma ciudad, en
incidente de oposición sobre medidas caute­
lares acordadas en juicio' de menor cuantía.
sobre nulidad de marcas. cesación de su uso
y otros extremos. Supuesta vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva: Medidas
cautelares no causantes de indefensión.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente. don Euge­
nio Díaz Eimil. don José Gabaldón López, don Julio Diego
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González Campos y don Caries Viver Pi-Sunyer, Magis­
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.566/91 interpuesto
por ..American Nike. S.A.» y ..Nike lnternational, Ltd.»,
representadas por el Procurador don Antonio-Andrés
Garcia Arribas y bajo la dirección del Letrado don Jesús
Muñoz-Delgado Mérida. contra Auto de 18 de noviembre
de 1991 de la Sección Primera de la Audiencia Pro­
vincial d~ Barcelona, recaída en el rollo de apelación
759/91. Ha intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido
parte don Juan Amigo Freixas y doña Flora Bertrand
Mata, representados por el Procurador don Ramón Rodrí­
guez Nogueira y dirigidos por Letrado. Ha sido Ponente
el Magistrado don Caries Viver Pi-Sunyer, quien expresa
el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia
el 16 de diciembre de 1991, la representación procesal
de ..American Nike, S.A.» y ..Nike International. Ltd.»,
formuló demanda de amparo contra el Auto de 18 de
noviembre de 1991, de la Sección Primera de la Audien­
cia Provincial de Barcelona. recaido en el rollo de ape­
lación 759/91, que confirmó el Auto, de 10 de junio
de 1991, dictado por el Juzgado de Primera Instancia
núm. 9 de Barcelona, en incidente de oposición sobre
medidas cautelares acordadas en el juicio de menor
cuantía 325/91, sobre nulidad de marcas, cesación de
su uso y otros extremos.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo relevantes para la resolución del caso son.
en síntesis, los siguientes:

a) Don Juan Amigo Freixas y doña Flora Bertrand
Mata. promovieron ante el Juzgado de Primera Instancia
núm. 9 de Barcelona el juicio declarativo de menor cuan­
tía 325/91 contra ..Nike lnternational. Ltd.», y ..Amencan
Nike. S.A.». en solicitud de que se declarase la nuhdad
de las marcas 1.156.105 Y J. 156. 106 concedidas a
..Nike International. Ltd.» por sendas resoluciones del
Registro de la Propiedad Industrial. de 2 de julio de 1990.
y otros extremos. .. .

En la demanda, por ..otrosí», y al amparo de la remi­
sión general al Título XIII de la Ley de Patentes que
se contiene en el arto 40 de la Ley de Marcas y el arto
1.428 L.E.C., solicitaron la adopción de una serie de
medidas cautelares.

b) Por Auto de 15 de marzo de 1991, el Juzgado
ordenó la adopción de determinadas medidas cautelares,
y entre ellas la de requerira las demandadas para l:II.!e
se abstuvieran de introducir y comerclahzar en Espana
los productos idénticos o similares a los amparados por
la marca 88.222 de las demandantes. bajo la respon­
sabilidad de éstas. Estas medidas que no se harían efec­
tivas hasta que los actores no prestaran fianza de cien
millones de pesetas. en cualquier forma, salvo la per­
sonal.

En el Auto. se razonaba la urgencia de la adopción
de las medidas. sin oír a las demandadas ..no sólo para
evitar perjuicios a los demandantes sino para evitar una
importación masiva de mercancias en el terntono nacIo­
nal por parte de las demandadas; y si tales medidas
se adoptan antes de cumplirse el emplazamiento de las
mismas. es no sólo por lbs documentos aportados por
los demandantes. sino por el excesivo retraso que supon-

dría dicho emplazamiento previo en el que la demandada
principal de nacionalidad de las islas Bermudas tiene
su domicilio conocido en Oregón-USA; dando lugar como
decimos con dichos retrasos a un agravamiento de las
medidas cautelares» (razonamiento jurídico IV). Asimis­
mo en la parte dispositiva se establecía que: ..una vez
emplazadas las demandadas o conocidas por las mismas
estas medidas, pueden oponerse a las mismas. sohcl­
tando comparecencia de todas las partes ante este Juz­
gado, teniendo en cuenta lo dispuesto en el art. 1.428
de la L.E.C. y el arto 135 de la vigente Ley de Patentes».

c) Conocidas por las demandadas las medidas cau­
telares adoptadas. presentaron escrito en el Juzgado soh­
citando la nulidad del Auto de 15 de marzo de 1991,
con arreglo a los arts. 240 y 238.3 L.O.P.J... por haberse
dictado sin haberles dado previamente audienCia. y. sub­
sidiariamente que se les tuviera por opuestas a dichas
medidas. Por Auto de 9 de mayo de 1991. el Juzgado
declaró no haber lugar a la nulidad del referido Auto
y tener a las demandadas por opuestas a las medidas
cautelares adoptadas en él.

d) Abierto el incidente de oposición a las medidas
cautelares y tras la oportuna comparecencia de las par­
tes, el Juzgado dictó. ellO de junio de 1991. Auto
en el que acordó que no procedía por el momento dejar
sin efecto ni alterar las medidas cautelares dictadas en
el Auto de 15 de marzo de 1991.

e) Contra el anterior Auto interpusieron .I~s ahora
solicitantes de amparo recurso de apelaclon (rol.'o
759/91). que fue desestimado por Auto de la Secclon
Primera de la Audiencia Provincial de Barcelona. de 18
de noviembre de 1991. que confirmó expresamente el
Auto recurrido.

En el Auto. y por lo que ahora interesa, se razona
que la adopción de las medidas cautelares ordenadas
sin audiencia de las demandadas se Justifica. porque
tanto en el ordenamiento jurídico-positivo español como
en el Derecho comparado, las medidas cautelar~s se
acuerdan siempre inaudita parte. en la Simple razon de
su eficacia. y en el contenido concreto del art. 1.428
L.E.C., a cuya totalidad normativa se remite expresamen­
te el arto 125.4 dela Ley 11/1986, de Patentes. aplicable
en su Título XIII por directa remisión del arto 40 de la
Ley 32/1988. de Marcas, y sin olvidar que el Juez de
Instancia confirmó las medidas después de una com­
parecencia audita altera pars. (Razonamiento jurídico
1.0

). Asimismo. estima la Audiencia que en la actuahdad
normada se ha abandonado el periculum in mora que
tradicionalmente unido al fumus boni iuris. se configu­
raban como presupuestos típicos de las medidas cau­
telares. sustituyéndolos por una caución o contra cautela
que el art. 137.1 de la Ley de Patentes concreta. que
el Juez a quo ha cumplido escrupulosamente. al eXIgir
una fianza que si bien califica de notonamente.exceslv~.

no fue impugnada por los actores (Razonamiento Jun­
dico 3. 0

).

f) Con posterioridad 11 la interposición del recurso
de amparo. y con fecha de 10 de diciembre de 1.993.
el Juzgado ha dictado Sentencia. en los autos del JUICIO
de menor cuantía 325/91. acumulados al JUICIO 888/91.
promovido por las solicitantes de amparo contra los acto­
res del referido juicio en solicitud de que se declarase
la caducidad de la marca núm. 88.222. en la que se
ha desestimado la demanda formulada por don Juan
Amigo Freixas y doña Flora Bertrand Mata y se ha esti­
mado la interpuesta por «Amencan Nlke. S.A.». dejando
sin efecto las medidas cautelares que se acordaron por
Auto de 15 de marzo de 1991. Sentencia que ha sido
recurrida y se halla pendiente de apelación.

3. La demanda funda su queja de amparo en que
el Auto de 18 de noviembre de 1991. de la Sección
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Primera de la Audiencia Provincial de Barcelona. al con­
firmar las medidas cautelares adoptadas por el Auto de
15 de marzo de 1991. del Juzgado de Primera Instancia
núm. 9 de Barcelona, ha vulnerado los derechos fun­
damentales a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.)
ya la igualdad ante la Ley (art. 14 CE).

La vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva
se habría producido al fundarse el Auto impugnado en
una argumentación en sí misma irrazonable, contradic­
toria y carente de base jurídica. En primer lugar, porque
aun admitiendo la aplicabilidad del art. 137.2 de la Ley
de Patentes deniega la fianza sustitutoria que prevé el
citado precepto, lo que es contrario a la naturaleza propia
de las marcas, no se aviene ni con los antecedentes
ni con la ratio del precepto ni con su encuadramiento
sistemático en el derecho procesal general, además de
que aquel artículo no condiciona la fijación de la fianza
sustitutoria ¡j la paralización de la actividad industrial
o comercial, sino que basta su restricción o limitación.
En segundo lugar, porque se abandona el tradicional
requisito del fumus boni iuris o apariencia de buen dere­
cho como requisito para la adopción de las medidas
cautelares, cuando dicho requisito se mantiene en el
especial proceso cautelar regulado en la Ley de Patentes
como se desprende del art. 135.2. Y. finalmente, en
tercer lugar, porque es irrazonable la argumentación del
Auto impugnado en relación con la adopción inaudita
parte de las medidas cautelares, pues cuando la Ley
establece el trámite de audiencia (art. 136 Ley de Paten­
tes) no hay base suficiente para eludir la observancia
de dicho trámite.

La violación del derecho a la igualdad en su vertiente
de igualdad en la aplicación judicial de la Ley. derivaría
de haberse separado el Auto recurrido de la doctrina
recogida en el Auto de la Sección Quinta de la misma
Audiencia Provincial de Barcelona, de 17 de marzo de
1989, y en los Autos de la Audiencia Provincial de Madrid
y de la Audiencia Provincial de Palma de Mallorca, de
15 de enero de 1990 y 26 de abril de 1991, respec­
tivamente, y por apreciarse en el mismo una aplicación
de la legalidad que injustificadamente discrimina a las
compañías demandadas respecto a los demandantes,
en cuanto se considera suficiente para acceder a las
medidas cautelares la prestación de fianza por éstos y
se niega a las demandadas su derecho a prestar fianza
para liberarse de las gravisimas medidas que se le habían
impuesto de forma totalmente irregular.

Por ello, la demanda termina suplicando que se otor­
gue el amparo solicitado y se declare la nulidad del Auto
impugnado. Por otrosí, se interesa, con arreglo al arto
56 LOTC, la suspensión de las medidas cautelares con­
firmadas por el Auto objeto de este recurso.

4. Por providencia de 20 de febrero de 1992, la
Sección Cuarta acordó, de conformidad con lo dispuesto
en el arto 50.3 LOTC, conceder a las demandantes de
amparo y al Ministerio Fiscal el plazo común de diez
días para que formulasen, con las aportaciones docu­
mentales que procediesen, las alegaciones pertinentes
sobre la posible concurrencia de la causa de inadmisión
a que se refier,e el art. 50.1 c) LOTC, esto es. carecer
la demanda manifiestamente de contenido constitucio­
nal que justifique una decisión sobre el fon'do de la misma
por parte del Tribunal Constitucional.

5. Formuladas las oportunas alegaciones por las
recurrentes. y por el Ministerio Fiscal. por providencia
de 23 de abril de 1992 se acordó admitir a trámite
el presente recurso y tener por parte al Procurador com­
parecido en nombre de las recurrentes y, de conformidad
con el art. 51 LOTC. requirió al Juzgado de Primera Ins­
tancia núm. 9 de Barcelona y a la Sección Primera de
la Audiencia Provincial de Barcelona para que remitiesen

testimonio de las actuaciones correspondientes a las
medidas cautelares del juicio de menor cuantía 325/91,
y del rollo de apelación 759/91; interesando al propio
tiempo el emplazamiento de cuantos fueron parte en
el proceso judicial antecedente, con excepción del
recurrente, para que pudieran comparecer en este pro­
ceso constitucional en el plazo de diez días.

6. Por providencia de 1 de octubre de 1992, se
acordó tener por recibidas las actuaciones solicitadas,
y dar vista de las mismas a la parte recurrente, al Pro­
curador don Ramón Rodríguez Nogueira en represen­
tación de don Juan Amigo Freixas y dofia Flora Bertrand
Mata, y al Ministerio Fiscal, por plazo común de veinte
días, para que pudieran presentar las alegaciones que
estimaran procedentes.

7. El Fiscal. por escrito presentado el 27 de octubre
de 1992, entiende que las recurrentes denuncian como
vulnerado el art. 14 CE. el"\o cuanto que a su juicio el
Auto impugnado lesiona el derecho de igualdad tanto
en su vertiente de igualdad en la aplicación de la Ley,
como mediante una aplicación de la legalidad que resulta
injustificadamente discriminatoria. Fundan la desigual­
dad en la aplicación de la Ley en que el Auto impugnado
supone un cambio irrazonable de criterio de la Audiencia,
aportando como término de comparación otro Auto de
la Sección Decimoquinta de la Áudiencia Provincial de
Barcelona de 17 de marzo de 1989. Y la injustificada
discriminación en que el Auto realiza una aplicación de
la legalidad discriminatoria, porque a las demandantes
les concede las medidas cautelares solicitadas bajo la
prestación de fianza y en cambio a las demandadas les
niega el derecho a prestar fianza para liberarse de los
efectos de díchas medidas. ResPllcto a la primera denun­
cia, es preciso significar que con arreglo a la constante
doctrina del Tribunal Constitucional. la igualdad en la
aplicación de la ley que supone que un mismo órgano
judicial no puede modificar arbitrariamente el sentido
de sus decisiones en casos sustancialmente iguales, de
manera que cuando el órgano entienda que debe apar­
tarse de sus precedentes tiene que hacerlo con una fun­
damentación razonable. Por tanto, son indispensables
tres exigencias: que el término de comparación proceda
del mismo órgano judicial, igualdad sustancial de los
supuestos de hecho y abandono por el órgano judicial
de sus propios precedentes sin la debida motivación.

En este caso la primera de las exigencias no concurre
porque la resolución que se aporta como término de
comparación no proviene del mismo órgano judicial al
haber sido dictada por la Sección Decimoquinta de la
Audiencia de Barcelona y el impugnado por la Sección
Primera de la Audiencia y es doctrina reiterada del Tri­
bunal Constitucional que por conocida no es necesario
reproducir [SiC 134/1991, ATC 233/1985,
29/10/1990,811/1986, 17/5/1990,991/1990 (sic)]
que las diferentes Secciones de la Audiencia constituyen
órganos judiciales distintos y diferentes a los efectos
del cumplimiento de esta exigencia de la jurisprudencia
constitucional.

Tampoco parece que concurra la identidad de supues­
tos. Lo que se trata de comparar es la adopción de las
medidas cautelares sin haber acordado antes la com­
parecencia. y aportado pruebas. En el supuesto del pre­
sente recurso el defecto. quedó subsanado mediante
la oposición a las medidas admitida por el Juez y resuelta
por el Auto de 10 de junio de 1991. En el caso del
Auto aportado como término de comparación las medi­
das cautelares se acordaron también con infracción del
art. 135 de la Ley de Patentes. es decir, sin trámite
de contradicción y audiencia, pero no consta que el
defecto procesal se subsanara por el mismo Juez.
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En relación a la supuesta interpretación de la legalidad
que resulta discriminatoria. también denunciada por las
recurrentes. está basada en que mientras el órgano judi­
cial accede a la petición de los demandantes de acordar
las medidas cautelares bajo la prestación de una fianza
de cien millones. deniega a las demandadas su derecho
a prestar fianza para liberarse de las consecuencias lesi­
vas. de las medidas cautelares acordadas. Sin embargo.
por un lado no se pueda apreciar discriminación alguna
porque la concesión de las medidas cautelares se impo­
nen con la condición del afianzamiento legal y la sus­
titución de dichas medidas por una fianza como soli­
citaron las actoras de acuerdo con el art. 137.2 de la
Ley de Patentes se deniega por el órgano judicial de
manera razonada en cuanto explica y justifica los motivos
que fundamentan la negativa y por lo tanto no existe
discriminación en la ley ni en su aplicación y. por otro
lado. esta última cuestión coincide en realidad con la
planteada entorno a la vulneración del derecho a la
tutela judicial efectiva por flllta de motivación de la reso­
lución imougnada. al afirmar las actoras la existencia
de un error en el razonamiento judicial que convierte
la resolución judicial en una decisión lesiva del derecho
fundamental reconocido en el arto 24.1 C.E.

La segunda denuncia del recurso de amparo se con­
creta en la violación del arto 24.1 C.E. Este artículo con­
sagra el derecho a la ·tutela judicial efectiva e incluye
como contenido básico el derecho a obtener de los órga­
nos jurisdiccionales una respuesta que sea motivada y
fundada en derecho y no manifiestamente arbitraria o
irrazonable. A juicio de las entidades recurrentes el Auto
de la Audiencia contiene una argumentación que no res­
peta el derecho a la tutela judicial efectiva en cuanto
que su razonamiento resulta en realidad irrazonable. con­
tradictorio y carente de fundamentación jurídica. Esta
carencia de fundamento se deriva. de la inaplicación
del arto 137.2 de la Ley 11/1986. de 20 de marzo,
de Patentes. al no acordar la fianza sustitutiva de las
medidas cautelares acordadas por el Juez.

En un primer momento pudiera parecer que el Auto
de la Audiencia al no conceder la sustitución de las medi-

o das cautelares por la fianza de acuerdo con el art. 137.2
antes citado. podría vulnerar el arto 24.1 C.E. por entender
que la adopción de esa resolución no era razonable pero
este parecer no tiene realidad porque la argumentación
de la resolución de la Audiencia tiene que ser completada
con la realizada por el Juzgado de Instancia que el Tri­
bunal de apelación hace suya. La argumentación no es
irracional ni contradictoda ni carece de fundamentación
jurídica porque el órgano judicial hace. en aplicación de
la remisión del arto 40 de la Ley de Marcas a las normas
procesales de la Ley de Patentes (Título XIII). un examen
de la compatibilidad del arto 137.2 de dicha Ley con
la propia naturaleza de la marca y de manera motivada.
fundada y siguiendo un razonamiento lógico llega a la
conclusión de la imposibilidad de aplicar dicho precepto
por la diferencia radical entre patente y marca, diferencia
que estudia y analiza también de manera razonada y fun­
dada y en base a este razonamiento deniega la aplicación
solicitada. Se podrá no estar de acuerdo con la inter­
pretación que del arto 40 en relación con el arto 137.2
de la Ley de Patentes. hace el Juzgado y la Audiencia
y en consecuencia considerar que las medidas cautelares
paralizan la actividad industrial o comercial porque com­
portan restricciones en la actividad comercial de las
actoras y estimar. por lo tanto. aplicable el art. 137.2
de la Ley de Patentes. La discordancia entre las dos
interpretaciones no sale del ámbito de la legalidad ordi­
naria porque la interpretación judicial se realiza en el
ámbito del ejerCIcio de la jurisdicción mediante la inter­
pretación de las normas y su aplicación al caso concreto.

No puede convertirse el Tribunal Constitucional en órga­
no dirimente de la diferencia de interpretación de un
precepto legal y consecuente subsunción de los hechos
en la norma jurídica interpretada si la interpretación de
la que se discrepa se ha efectuado de manera racional
y motivada.

El carácter irrazonable de la argumentación del Auto
impugnado de la Audiencia se hace derivar también por
las solicitantes de amparo de la afirmación que en él
hace la Sala de que en el ordenamiento jurídico español
las medidas cautelares se acuerden inaudita parte. recor­
dando los expedientes universales de quiebra. los de
suspensión de pagos. el juicio ejecutivo. etc.. pero olvi­
dando que no sucede lo mismo en materia de marcas.
Es cierto que la Ley en algunos casos establece la POSI­
bilidad de adoptar medidas cautelares sin oír a la parte
demandada. pero en otras exige de manera imperativa
esa audiencia y la contradicción antes de que puedan
ser acordadas por el órgano judicial. Es el caso de los
procesos sobre marcas. El arto 40 de la Ley 32/1988.
de 10 de noviembre. se remite a las normas contenidas
en el Título XIII de la Ley de Patentes en todo lo que
no sea incompatible con la propia naturaleza de las mar·
caso Dicho Titulo trata de la jurisdicción y de las normas
procesales. y en el Capítulo Tercero, dedicado a las medi­
das cautelares. regula un procedimiento contradictorio
para su adopción. Sin embargo, y a pesar de la alegación
de las recurrentes no es irracional la declaración que
hacen los órganos judiciales interpretando el procedi­
miento que sobre medidas cautelares establece la Ley
de Patentes. El órgano judicial explica y razona los moti·
vos que tiene para aplicar el art. 1.428 de la L.E.C. hacién­
dole compatible con la regulación específica de las medi­
das cautelares en la Ley de Patentes. Esta compatibilidad
la fundamenta el órgano judicial en varias razones: en
el arto 125.4 de la Ley de 1986 que establece el carácter
supletorio de la Ley de Enjuiciamiento Civil que no sólo
tiene el carácter de supletoria sino también de inspi­
radora de la interpretación de los arts. 133 y siguientes
de la Ley de Patentes y en especial el art. 135. teniendo
en cuenta que el artículo de la L.E.C. es mucho más
genérico y amplio; la doctrina que entiende que el arto
135 de la Ley de Patentes es una posible errata en
el texto porque normas de carácter general posteriores
con semejante significado y ámbito permiten las medidas
cautelares inaudita parte (art. 25.1 de la Ley 10 de enero
de 1991 sobre competencia desleal) aplicable según
el arto 88 de la Ley de Marcas; la interpretación del
tan citado arto 135 debe ser más defensista del titular
registral y teniendo un título inscrito el que pide las medi­
das cautelares, existe una justificación documental que
permite la adopción de las medidas inaudita parte sin
perjuicio de aplicar los restantes apartados del mismo
artículo si el Juez tiene dudas sobre la justificación docu­
mental. Esta argumentación desarrollada por el órgano
judicial constituye una interpretación conjunta de la nor­
mativa procesal razonada y fundada en derecho y por
lo tanto no es errónea ni arbitraria y satisface el derecho
a la tutela judicial efectiva. No se puede olvidar que
la naturaleza de las medidas cautelares en determinados
supuestos de hecho puede obligar a tomarlas sin audien­
cia de la parte debido a los posibles perjuicios de tar­
danza y demora que se pueden derivar de su conoci­
miento con aumento de los perjuicios y falta de efec­
tividad de la satisfacción del objeto del proceso. Si el
órgano judicial razona y motiva estas circunstancias y
en este caso asi lo ha hecho, no vulnera el derecho
fundamental. De otra parte aun admitiendo. a efectos
dialécticos que las medidas cautelares. como afirman
las actores se debieran. por aplicación del arto 135.1.
tomar con audiencia de las partes. este defecto con
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dimensión constitucional fue subsanado por el mismo
órgano judicial.

De la documentación aportada aparece que las medi­
das cautelares se acuerdan sin oír a las compañías mer­
cantiles demandadas y sin celebrar la comparecencia
previa a que se refiere el art.135.5 de la Ley de Patentes.
Pero este vicio procesal. con posible proyección sobre
la validez del proceso y el derecho fundamental de defen­
sa, se subsanó cuando las demandadas formularon el
correspondiente recurso contra la resolución del Juez,
que fue desestimado y sin deducir la apelación que pro­
cedía, solicitaron, can fecha 13 de mayo de 1991, del
Juzgado que acordara la celebración de la comparecen­
cia omitida en su momento. El Juzgado accedió a lo
pedido en cuanto a la celebración de la comparecencia
en la que las demandadas pidieron prueba que se celebró
y se opusieron a las medidas cautelares. A continuación
el Juzgado, con fecha 10 de junio de 1991, dictó Auto
declarando que no procedía por el momento dejar sin
efecto ni alterar las medidas cautelares dictadas en el
Auto de 15 de marzo de 1991. Contra esta resolución
las demandadas interpusieron recurso de apelación ante
la Audiencia Provincial que fue resuelto por Auto de
la Sección Primera de 18 de noviembre de 1991, contra
el que se dirige el presente recurso de amparo. De toda
esta actuación resulta que la falta de audiencia inicial
antes de acordar las medidas cautelares fue remediada
accediendo el Juzgado a conceder a las demandadas
la comparecencia solicitada y pronunciarse de nuevo.
una vez oídas, sobre la procedencia de las medidas cau­
telares acordadas por Auto de 15 de marzo. No existe
por lo tanto la violación constitucional denunciada del
art. 24.1 C.E.

Por todo ello, el Fiscal interesa la desestimación del
recurso de amparo. por no existir vulneración alguna
de los arts. 14 y 24.1 CE imputable a las resoluciones
recurridas.

8. Por escrito registrado el 29 de octubre de 1992,
la representación de los recurrentes formuló sus alega­
ciones en las que. en síntesis. reitera su petición de ampa­
ro en torno a tres argumentos.

En primer lugar. entiende que ha existido una inde­
fensión causada por el sistemático desconocimiento de
las normas que regulan el procedimiento para la adop­
ción de medidas cautelares. la denegación del derE!cho
de audiencia previa y la posterior «inversión del con­
tradictorio... Para las recurrerltes. la Ley de Marcas (art.
40) se remite a la Ley de Patentes. y en ella se rl!gula
con precisión el procedimiento a seguir para la adopción
de las medidas cautelares. La Ley de Patentes impone
la audiencia de las partes· antes de adoptar la resolución
sobre las medidas solicitadas (art. 135.2 L.P.). y tras
la práctica de la prueba admitida en su caso, el Juez
debe celebrar una comparecencia con las partes (art.
135.5 L.P.). y sólo después es cuando dictará Auto resol­
viendo sobre la petición de medidas cautelares (art.
136.1 L.P.). Este procedimiento es distinto y contrario
al que inspira el general del arto 1.428 L.E.C. En el pre­
sente caso, primero se dicta el Auto acordando las medi­
das, inaudita parte. y después se brinda a las recurrentes
la posibilidad de oponerse al mismo, lo que implica la
inversión de la carga de alegación y de prueba por las
demandadas, que invierte la posición procesal que el
legislador ha querido para las partes..

En segundo lugar, Nike. como todo demandado tiene
derecho a que no se agreda su patrimonio si no con­
curren todos los requisitos que fundan las medidas cau­
telares. y el Auto que los acuerda sin analizar y valorar
razonablemente la concurrencia de esos requisitos pro­
dujo y sigue produciendo indefensión. Para la Audiencia.
el único presupuesto material para.la adopción de medi-

das cautelares es que el actor preste una fianza. La exi­
gencia de que en el derecho del actor COnCurra un cierto
fumus boni iuris y que las medidas cautelares sean real­
mente necesarias -o simplemente convenientes- por­
que existe un cierto periculum in mora mientras se sus­
tancia el proceso de declaración es, al entender del Auto
recurrido. absolutamente irrelevante. La «actualidad nor­
mada.. -así dice y conforme a ese decir decide el Auto
recurrido- ha sustituido esos tradicionales requisitos por
la simple prestación de una fianza. Esta forma de decidir.
que prescinde de la valoración y comprobación de la
apariencia del bien derecho (fumus boni iuds) y de la
necesidad real de la adopción de la medida (periculum
in mora), lesiona el derecho de las recurrentes a la tutela
judicial efectiva sin indefensión del art. 24 C.E.

En tercer lugar. la irrazonable y antijurídica denega­
ción a Nike del derecho que le reconoce la Ley de Paten­
tes a prestar fianza sustitutoria rompe el principio de
igualdad entre las partes y produce indefensión. El arto
137.2 L.P. permite al demandado la prestación de una
fianza sustitutoria de la efectividad de las medidas cau­
telares cuando éstas «impliquen restricciones para la acti­
vidad industrial o comercial del demandado... Facultad
para el demandado que es una imposición para el Juez,
que debe fijarla incluso de oficio. al tiempo de acordar
la medida. «el Juez señalará.., dispone el arto 137.2 L.P.
En el presente caso, cualquiera que sea el enjuiciamiento
que se realice sobre la fianza sustitutoria, se ha producido
un descarnado desequilibrio: los juzgadores, han acor­
dado medidas cautelares frente a Nike exclusivamente
porque el demandante (para quien es una obligación)
presta una fianza. y desconocen el derecho de Nike (para
quien la fianza sustitutoria es un derecho) no a que se
revoquen sino a que se sustituya la efectividad de las
medidas cautelares por la prestación de una fianza.

En conclusión, consideran las recurrentes que aunque
no resulta fácil entender cómo ha podido llegarse a la
situación procesal de la que trae causa el recurso, es
fácil advertir que la acción combinada de los Autos de
15 de marzo, 10 de junio y 18 de noviembre de 1991,
les han situado en una posición procesal de clara inde­
fensión. con toda probabilidad única o difícilmente repe­
tible. y que sólo puede ser reparada por este Tribunal
concediendo el amparo solicitado.

9. Mediante escrito registrado el 30 de octubre de
1992, la representación de don Juan Amigo Freixas y
doña Flora Bertrand Mata. se opusieron al otorgamiento
de amparo. alegando, en resumen. que las 'decisiones
judiciales respetaron en todo momento los derechos fun­
damentales cuya lesión se invoca por las recurrentes.
que pudieron intervenir en el procedimiento. oponién­
dose a la adopción de las medidas cautelares. y alegando.
en todas las instancias todo lo que tuvieron por con­
veniente.

10. Por providencia de 26 de mayo de 1994. se
acordó, conforme a lo dispuesto en el art. 84 LOTC.
poner de manifiesto a las partes personadas y al Minis­
terio Fiscal. la posible pérdida de objeto del recurso de
amparo, al haber recaído en el proceso principal Sen­
tencia definitiva en la que se han dejado sin efecto las
medidas cautelares cuya adopción motivó la interposi­
ción del presenta recurso. concediéndoles un plazo
común de diez días para que formulasen las alegaciones
que estimasen pertinentes.

11. La representación de don Juan Amigo Freixas
y doña Flora Bertrand Mata, en escrito registrado el 9
de junio de 1994. alega que es obvio que el recurso
ha perdido su inicial objeto puesto que la referida Sen­
tencia dejó sin efecto las medidas cautelares en cuestión,
que en este momento simplemente na existen por lo
que no tiene sentido proseguir un proceso de amparo
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que, en el mejor de los casos, sólo podría conducir a
eliminar del mundo jurídico unas medidas provisionales
(sic) y una resolución judicial cuyos efectos han sido
ya eliminados por una Sentencia definitiva. ,

Por su parte, el Fiscal entiende igualmente que el
recurso ha quedado sin objeto, mientras que la parte
recurrente, alega, en síntesis, que el hecho de que se
haya obtenido una Sentencia favorable sobre la cuestión
litigiosa de fondo, que sustituye y deja sin efecto en
su parte dispositiva las resoluciones judiciales impug­
nadas, no es algo que prive de objeto al presente recurso
de amparo, en la medida en que dicha Sentencia judicial,
ni conlleva la declaración de nulidad de los Autos que
han impedido a las solicitantes del amparo el pleno ejer­
cicio de los derechos y libertades reconocidos en los
arts. 14 y 24 C.E., con determinación de la extensión
de sus efectos, ni supone, el íntegro restablecimiento
de los derechos de los recurrentes.

13. Por providencia de 14 de julio de 1994, se seña­
ló para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 18 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos,

1. El recurso de amparo se interpone contra el Auto
de 18 de noviembre de 1991, de la Sección Primera
de la Audiencia Provincial de Barcelona que confirmó
el Auto de 10 de junio de 1991 del Juzgado de Primera
Instancia núm. 9 de Barcelona, que ratificó las medidas
cautelares acordadas por el mismo Juzgado mediante
el Auto de 15 de marzo de 1991. En rigor, como apunta
el Ministerio Fiscal. son estos tres Autos los que cons­
tituyen el objeto del presente proceso constitucional.

Las recurrentes alegan, en primer lugar, la vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión,
recogido en el art. 24.1 C.E.; primero, por habllr sido
acordadas las medidas cautelares inaudita parte. al no
haber sido oídas en el momento procesal en que se
adoptaron y sin que ni siquiera se hubiera celebrado
la comparecencia previa prevista en el art. 135.2 de
la Ley 11/1986, de 20 de marzo, de Patentes y. segundo,
por cuanto consideran que el Auto de la Audiencia Pro­
vincial es una resolución judicial irrazonable, contradic­
toria y carente de fundamentación jurídica al haber dene­
gado la fianza sustitutoria de las medidas cautelares.
Aducen también que el Auto de la Audiencia Provincial
viola el principio de igualdad (art. 14 de la C.E.), tanto
en su vertiente de aplicación judicial de la Ley, al sepa­
rarse de manera irrazonable de la doctrina recogida en
el Auto de la Sección Decimoquinta de la Audiencia Pro­
vincial de Barcelona, de 17 de marzo de 1989, y en
los Autos de la Audiencia Provincial de Madrid y de
la Audiencia Provincial de Palma de Mallorca, de 15
de enero de 1990 y '26 de abril de 1991, respectiva­
mente. como porque en el mismo se realiza una apli­
cación de la legalidad injustificadamente discriminatoria,
ya que a los actores en aquel proceso se les conceden
las medidas cautelares solicitadas bajo la prestación de
fianza, mientras que a las demandadas y ahora recurren­
tes en amparo se les deniega el derecho a prestar fianza
para liberarse de los efectos de dichas medidas.

2. Antes de entrar a enjuiciar el fondo de la cuestión
planteada, hemos de detenernos en el hecho de que,
con fecha de 10 de diciembre de 1993. es decir, con
posterioridad a la interposición de la demanda del pre­
sente amparo, el Juzgado de Primera Instancia núm. 9
de Barcelona, que acordó en su día las medidas cau­
telares que ahora se impugnan, ha dictado Sentencia
en los autos principales (juicios de menor cuantía
325/91 y 888/91, acumulados) en la que, ,en lo que
ahora interesa, ha dejado sin efecto las medidas cau­
telares acordadas en el Auto de 15 de marzo de 1991.

De esta circunstancia sobrevenida pudiera, en prin­
cipio, derivarse la satisfacción fuera de este proceso
constitucional de la pretensión en él deducida. Sin
embargo, debe advertirse que la referida Sentencia toda­
vía no ha ganado firmeza ya que ha sido recurrida y,
en concreto, también lo ha sido la decisión en ella con­
tenida de dejar sin efecto la medida cautelar objeto del
presente recurso de amparo. En efecto, en otrosí inc1uido
en el escrito de interposición del recurso de apelación
contra la citada Sentencia, se solicitó del Juzgado la
,suspensión del levantamiento de las medidas cautelares,
Desestimada esta petición por Auto de fecha de 20 de
diciembre de 1993, se interpuso contra el mismo un
recurso de reposición. igualmente desestimado por Auto
de 10 de mayo de 1994. contra el que se ha interpuesto
un ulterior recurso de apelación. La pendencia de estos
recursos de apelación y el mantenimiento de la preten­
sión por parte de la actora aconsejan entrar en la reso­
lución de la cuestión aquí planteada.

Antes de hacerlo conviene advertir que. dada la natu­
raleza cautelar de la medida enjuiciada en este proceso
constitucional. la referida pendencia de recursos en la
vía judicial ordinaria, no convierte automáticamente en
prematura la demanda de amparo. A tenor de la doctrina
que ha ido sentando este Tribunal respecto de las medi­
das cautelares y el proceso constitucional de amparo.

, los efectos de la pendencia del proceso principal sobre
la admisibilidad de los recursos de amparo relativos a
medidas cautelares, está en función en cada caso de
la relación existente entre la medida cautelar objeto del
referido proceso de amparo y los derechos e intereses
legítimos que se enjuician en el proceso principal. Esta
es, pues. la cuestión que con carácter previo a cualquier
otra debemos dilucidar.

3. En varias resoluciones hemos tenido ocasión de
pronunciarnos acerca de la trascendencia constitucional
de las medidas cautelares y de su relación con los dere­
chos fundamentales y libertades públicas consagrados
en el Texto constitucional. especialmente con el derecho
a la tutela judicial efectiva proclamado en el art. 24.1.
La doctrina jurisprudencial que ha ido consolidándose
parte de la premisa de que «la tutela judicial no es tal
sin medidas cautelares adecuadas que aseguren el efec­
tivo cumplimiento de la resolución definitiva que recaiga
en el proceso)) (STC 14/1992, fundamento jurídico 7. 0

);

«La potestad jurisdiccional de suspensión, como todas
las medidas cautelares. responde... a la necesidad de
asegurar,en su caso, la efectividad del pronunciamiento
futuro del órgano judicial: ésto es. de evitar que un posi­
ble fallo favorable a la pretensión deducida quede (contra
lo dispuesto en el arto 24.1 CE) desprovisto de eficacia))
(STC 238/1992, fundamento jurídico 3."). Es más. en
esta misma Sentencia 'se añade que el legislador no pue­
de eliminar de manera absoluta la posibilidad de adoptar
medidas cautelares dirigidas a asegurar la efectividad
de, la Sentencia estimatoria, «pues con ello se vendría
a privar a los justiciables de una garantía que... se con­
figura como contenido del derecho a la tutela judicial
efectiva)) (fundamento jurídico 3. 0

).

No obstante, en ese cuerpo doctrinal también se ha
precisado que, cuando únicamente se alega el arto 24.1.
debe tenerse presente que no toda vulneración de nor­
mas y derechos procesales producida en los procesos
relativos a la adopción y ejecución de medidas cautelares
es susceptible de convertirse en objeto del recurso de
amparo. Desde esta perspectiva, sólo puede atribuirse
esta condición cuando lo que se recurre es «un acto
4 omisión judicial que venga a negar decisivamente la
protección procesal de los derechos e intereses legítimos
cuya tutela se pretende ante los Tribunales)) (STC
237/1991. fundamento jurídico 2.0

), o, en otras pala-
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bras. cuando afecta a una medida cautelar que pretenda
evitar un daño sobre los derechos e intereses contro­
vertidos en el proceso principal que de producirse llevaría
a que el objeto de esos derechos o intereses desapa­
reciera o resultara tan gravemente afectado que sus titu­
lares. aunque obtuviesen una resolución de fondo favo­
rable. no podrían ejercerlo o. cuando menos. no podrían
desarrollar todas las facultades que lo conformaban ini­
cialmente. Esta limitación deriva del hecho de que. desde
la perspectiva del recurso de amparo y del derecho a
la tutela judicial efectiva. la finalidad constitucionalmente
protegida de las medidas cautelares no es otra. como
ya se ha dicho. que la de asegurar la efectividad del
pronunciamiento futuro del órgano judicial relativo pre­
cisamente a los derechos e intereses legítimos llevados
ante los jueces y tribunales en el proceso principal en
el que se resuelve la cuestión de fondo. El arto 24.1
C.E. exige que la tutela judicial sea efectiva y para ello
debe evitarse que «un posible fallo favorable a la pre­
tensión deducida quede (contra lo dispuesto en el arto
24.1 C.E.) desprovisto de eficacia por la conservación
o consolidación irreversible de situaciones contrarias al
derecho o interés reconocido por el órgano judicial en
su momento» (STC 238/1992. fundamento jurídico 3.°).

Esto no significa que cuando el derecho debatido
en el proceso principal tenga contenido patrimonial -co­
mo el que aquí nos ocupa-o automáticamente deba
rechazarse toda medida cautelar respecto de la que se
impetre el amparo, alegando que en este caso nunca
se producirán daños irreversibles sobre el referido dere­
cho, ya que siempre podrá ser restablecido en su inte­
gridad después de la resolución judicial mediante una
indemnización económica. Como ya se apuntó en la tan­
tas veces citada STC 238/1992, en algunos supuestos
la indemnización a posteriori de los perjuicios producidos
por la pendencia del proceso principal en el derecho
de contenido patrimonial puede resultar tan insuficiente
para preservar la futura integridad del mismo. como
cuando se afecta a otro tipo de derecho, ya que puede
darse el caso de que la situación anterior del derecho
de contenido patrimonial no pueda ser restaurada en
su plenitud mediante una reparación pecuniaria. Con
todo. las pretendidas vulneraciones del arto 24.1 C.E.
producidas en ,el proceso separado de tutela cautelar
no pueden ser solventadas en el proceso constitucional
de amparo cuando se refieran a medidas cautelares que
pretendan evitar unos daños en los derechos o intereses
objeto del litigio principal que no afecten a la super­
vivencia de los mismos en el momento de dictar la reso­
lución del proe"eso principal.

4. En el caso que aquí enjuiciamos, no se alega,
ni se aportan datos siquiera indiciarios que permitan con­
cluir que, de no repararse las vulneraciones procesales
aducidas, la futura resolución dé fondo no podrá res­
tablecer el derecho a la marca en su integridad ni garan­
tizar su pleno ejercicio una vez dictada la resolución
definitiva sobre el mismo. En efecto, en las alegaciones
de la actora no se aporta argumento alguno que permita
afirmar que la adopción de la medida cautelar recurrida,
consistente en prohibir la introducción y comercializa­
ción en España de determinados productos idénticos
o similares a otra marca. implica que los daños que sufrirá
su marca mientras se tramita y resuelve el proceso prin­
cipal serán tan graves que, en el supuesto de obtener
una futura resolución favorable, resultará imposible o
muy difícil reanudar su comercialización en España, con
lo que la eficacia de la referida Sentencia respecto del
derecho legítimo que constituye su objeto será prác­
ticamente nula.

Muy al contrario. los datos traídos a este proceso
llevan a una conclusión distinta de la que sostiene la

actora. ya que en el supuesto de que la resolución d<:>fi­
nitiva reconozca mejor derecho a la marca a la que la
medida cautelar ha permitido continuar su comerciali­
zación. no existe obviamente problema alguno respecto
de la eficacia del derecho defendido e'n el proceso prin­
cipal. En caso contrario, si se reconoce este mejor dere­
cho a la marca a la que la medida cautelar ha impedido
su introducción y comercialización y se declara caducada
la contraria. el fallo de la Sentencia podrá desplegar toda
su eficacia y, sobre todo. el derecho a utilizar la marca
podrá ser ejercido sin ninguna minoración o condición.
ya que en el caso que nos ocupa. debido, entre otras
circunstancias, al hecho de que dicha marca ha con­
tinuado estando presente en el mercado español a través
de otros productos. la pendencia del proceso y la medida
cautelar no habrá puesto en peligro su supervivencia.
sino que tan sólo habrá producido a las actoras un que­
branto económico. derivado de la no comercialización
durante ese tiempo. que. sin embargo. no impide que
la Sentencia de fondo restaure plenamente el derecho
a la marca. La reversibilidad del daño sobre el derecho,
que es lo único que aquí importa, es en este supuesto
plena o absoluta ya que. el perjuicio económico sufrido
al no poder comercializar los productos durante la pen­
dencia del proceso principal, al dictarse la Sentencia.
no repercute sobre el derecho a la marca que puede
desplegar en el futuro todos sus efectos. Los referidos
perjuicios económicos deberán. en su caso, ser resar­
cidos mediante el cauce procesal pertinente. no a través
del recurso de amparo. que queda reservado, como
hemos reiterado. a las medidas cautelares que puedan
afectar de manera irreversible a los derechos e intereses
planteados en el proceso principal.

5. Lo dicho hasta aquí basta para concluir que en
el presente caso no se ha producido infracción alguna
del arto 24.1 C.E. Con todo. quizá no sea ocioso añadir
que a esta misma conclusión hubieramas llegado si
hubieramas iniciado el análisis a partir de las vulnera­
ciones procesales aducidas con independencia del tipo
de medida cautelar adoptada y de su incidencia en el
proceso principal. En efecto, la pretendida indefensión
sufrida por las recurrentes al no haber sido oídas en
el proceso en el que se adoptó la medida cautelar. no
tiene trascendencia constitucional. ya que. al margen
de otras consideraciones, desde la perspectiva del dere­
cho constitucional a la tutela judicial efectiva y a la defen­
sa. el hecho de haber sido oídas con posterioridad impide
considerar que se haya producido una verdadera inde­
fensión material como ha reiterado en tan numerosas
ocasiones este Tribunal que su cita resulta excusada.
Del mismo modo. la decisión de establecer la medida
cautelar resulta de una interpretación y aplicación de
disposiciones legales que. por motivada y no arbitraria,
no puede calificarse como lesiva de los derechos cons­
titucionales invocados. Aunque la argumentación utili­
zada pueda resultar discutible. poco convincente e inclu­
so errónea en términos de legalidad ordinaria, se trata,
como queda dicho. de un pronunciamiento judicial moti­
vado y no arbitrario que. por ello mismo, no puede con­
siderarse contrario al derecho a la tutela judicial efectiva,
que únicamente asegura la emisión de un pronuncia­
miento judicial motivado y fundado en Derecho.

6. Tampoco cabe estimar el recurso en lo que se
refiere a la alegada vulneración de la igualdad en la apli­
cación de la ley. Además de que las recurrentes no acre­
ditan la identidad sustancial del supuesto ahora con­
templado con aquéllos con los que lo pretenden com­
parar, no se ofrece un término de comparación adecua­
do. ya que las resoluciones judiciales que a tal efecto
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se aportan no proceden del mismo órgano judicial que
el que dictó el Auto impugnado en amparo. Dos son
de Audiencias Provinciales distintas de la de Barcelona
y la tercera. aunque de la misma Audiencia Provincial.
no proviene de la misma Sección que dictó la resolución
recurrida en esta sede (SSTC 134/1991, 183/1991,
86/1992).

De otra parte, en relación con el principio de igualdad,
denuncian también las demandantes de amparo que el
Auto impugnado realiza una discriminatoria aplicación
de la legalidad, estando basada su queja en que mientras
el órgano judicial accedió a la petición de los actores
de acordar las medidas cautelares bajo la prestación
de fianza, denegó a las demandadas y ahora recurrentes
su derecho a prestar fianza para liberarse de las con­
secuencias lesivas de tales medidas. Sin embargo, en
su alegato las actoras tampoco aportan dato alguno que
permita concluir que la decisión judicial recurrida intro­
dujo un trato discriminatorio basado en razones de naci­
miento. raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra con­
dición o circunstancia personal o social. como prescribe
el art. 14 C.E. En realidad. la argumentación aducida
se centra en el pretendido carácter irrazonable y arb~

trario del Auto que deniega la fianza sustitutoria de las
medidas cautelares. Así. pues, en rigor la vulneración
alegada se refiere. también aquí, a la vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva del arto 24.1 C.E..
con lo que para su enjuiciamiento deben darse por repro­
ducidos los razonamientos vertidos en los fundamentos
jurídicos precedentes y. a partir de ellos. debe llegarse
a la misma conclusión desestimatoria. incluido el rechazo
del carácter arbitrario o inmotivado de la solución dada
a la petición de fijar una fianza sustitutoria de la medida
cautelar.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el amparo solicitado.

Publíquese esta· Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de julio de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eugenio
Díaz Eimil.-José Gabaldón López.-Julio Diego González
Campos.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Firmado y rubricado.

19045 Sala Segunda. Sentencia 219/1994, de 18
de julio de 1994. Recurso de amparo
2.572/1991. Ayuntamiento de Montijo (Ba­
dajoz) contra Auto de la Sala de lo Conten­
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Extremadura,' recaído en incidente
de ejecución de Sentencia dictada en el recur­
so contencioso-administrativo sobre adjudica­
ción de plaza convocada por el citado Ayun­
tamiento. Vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: ejecución de las Sentencias
en sus propios términos.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente, don Euge­
nio Díaz Eimil, don José Gabaldón López. don Julio Diego

González Campos y don Caries Viver Pi-Sunyer, Magis­
trados, ha pronunciado.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.572/91. promovido
por el Ayuntamiento de Montijo, representado por el
Procurador don Ramiro Reynolds de Miguel, contra el
Auto de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Extremadura, de 6 de
noviembre de 1991, recaído en incidente de ejecución
de Sentencia dictada en el recurso cóntencioso-admi­
nistrativo núm. 368/89. sobre adjudicación de plaza con­
vocada por el citado Ayuntamiento. Ha sido parte el
Ministerio Fiscal. y ha sido Ponente el Magistrado señor
Gabaldón López, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Con fecha 19 de diciembre de 1991 tuvo entrada
en este Tribunal un escrito por el que don Ramiro Rey­
nolds de Miguel. Procurador de los Tribunales y del Ayun­
tamiento de Montijo (Badajoz). interpuso recurso de
amparo contra el Auto de la Sala de lo Contencioso-Ad­
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Extre­
madura, de 6 de noviembre de 1991, recaído en el inci­
dente de ejecución de Sentencia dictada en el recurso
contencioso-administrativo núm. 368/89, y ello por vul­
neración del derecho fundamental a la tutela judicial
efectiva (art. 24.1 C.E.).

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo son, en síntesis, los siguientes:

al Por Sentencia de 18 de julio de 1990, la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del T.S.J. de Extrema­
dura estimó el recurso núm. 368/89 interpuesto por
doña Josefa Alvarez Rodríguez contra determinadas
Resoluciones del Ayuntamiento de Montijo, «declarando
el derecho de la recurrente a que por el Tribunal cali­
ficador se valoren y califiquen las pruebas efectuadas
por la actora y se incluyan en el Acta y en el supuesto
de obtener la mejor puntuación se efectúe la propuesta
de nombramiento a su favor de la plaza a que opositaba
con todas las consecuencias económico-administrativas
que procedan», sin hacer, por lo demás. especial decla­
ración a los efectos del pago de las costas.

b) El Pleno del Ayuntamiento decidió ejecutar la
Sentencia de conformidad con los términos expresados
en su parte dispositiva, a resultas de lo cual, reunido
el Tribunal calificador y dada la superior puntuación
alcanzada por la se.ñora Alvarez Rodríguez, la Alcaldía
ordenó que se formalizara con ella el contrato.

cl Sin embargo, la señora Alvarez Rodríguez no com­
pareció en plazo para esa formalización. limitándose a
presentar un escrito en el que, alegando que el contrato
de trabajo ya no le interesaba, solicitaba se sustituyera
el mismo por una indemnización en concepto de per­
juicios.

La Alcaldía no accedió a ello. procediendo al archivo
del expediente y declarando decaída en sus derechos
a la recurrente.

d) Planteado por la recurrente incidente de ejecu­
ción, solicitando que se sustituyera el fallo de la Sen­
tencia, el Auto que 'ahora se impugna .accedió a ello,
acordando la sustitución del fallo de la Sentencia por
el abono a la recurrente de la cantidad resultante de
los haberes netos dejados de percibir.

e) Interpuesto por el Ayuntamiento de Montijo
recurso de súplica, alegando la vulneración del arto 24.1


